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Barranquilla, 02 de julio 2024 
 
 
Doctor 
RACHID NADER ORFALE 
Secretario Jurídico código 020, grado 02 adscrito a la Secretaría General del Departamento del 
Atlántico. 
 
 
ASUNTO: INFORME DE GESTIÓN DE ACTIVIDADES CORRESPONDIENTES AL PERIODO DEL 
30 de mayo al 29 de junio de 2024. 
 
Mediante el presente, remito a usted Informe de la gestión CORRESPONDIENTES AL PERIODO 
DEL 30 de mayo al 29 de junio de 2024, de acuerdo al contrato No. 202400025. 
 
Objeto: PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES PARA APOYAR A LA SECRETARÍA 
GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO EN EL DESARROLLO DE LA GESTIÓN 
CONTRACTUAL EN LAS DISTINTAS MODALIDADES DE SELECCIÓN.  
 
Ejecución Contractual: 
 
Se relaciona a continuación las actividades realizadas por el contratista durante el plazo de 
ejecución del contrato. 

 

Detalle de las Actividades Realizadas- 

Obligación  Producto 

 
 Revisar y/o Elaborar los estudios previos que se le 
asignen y la documentación anexa a estos de tipo 
jurídico.  
 

Se realizó la revisión de los estudios 
previos de los procesos que fueron 
asignados: 
 

• Convenio SECOP I: 202401193: 

Aunar esfuerzos administrativos y 

económicos para la 

implementación del plan integral 

de seguridad y convivencia 

ciudadana en el área 

Metropolitana de Barranquilla, 

Atlántico.  

 
 Realizar y/o revisar los contratos, actos administrativos 
y demás documentos derivados de la actuación 
contractual, así como los documentos de 
perfeccionamiento y ejecución de los contratos.  
 

Se realizó los contratos derivados de la 
actuación contractual de los siguientes 
procesos:  
 

• Licitación pública LP-005-2024: 

Prestación del servicio de 

vigilancia y seguridad privada en 

las instituciones educativas del 

Departamento del Atlántico. 

 

• Licitación pública LP-006-2024: 

Prestación del servicio de 
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vigilancia y seguridad privada en 

el edificio principal de la 

Gobernación y demás sedes 

administrativas, y en plazas y 

parques del Departamento del 

Atlántico. 

  
Estructurar los distintos procesos de selección que se le 
asignen, en las diferentes modalidades de contratación 
de conformidad con la legislación colombiana vigente.  
 

Se realizó la estructuración de los 
siguientes procesos de selección: 
 

• Convenio SECOP I: 202401193: 

Aunar esfuerzos administrativos y 

económicos para la 

implementación del plan integral 

de seguridad y convivencia 

ciudadana en el área 

Metropolitana de Barranquilla, 

Atlántico. 

  
Realizar la evaluación jurídica y consolidación de 
informes de los procesos de selección que se le 
asignen, de acuerdo con la contratación pública vigente.  
 

Se realizó evaluación jurídica de los 
siguientes procesos de selección: 
 

• Licitación pública LP-005-2024: 

Prestación del servicio de 

vigilancia y seguridad privada en 

las instituciones educativas del 

Departamento del Atlántico. 

 

• Licitación pública LP-006-2024: 

Prestación del servicio de 

vigilancia y seguridad privada en 

el edificio principal de la 

Gobernación y demás sedes 

administrativas, y en plazas y 

parques del Departamento del 

Atlántico. 

 
 Desarrollar los procesos contractuales, en las diferentes 
modalidades de contratación que se rige por las normas 
de contratación, en lo referente a los aspectos jurídicos.  
 

Se realizó el desarrollo y seguimiento de 
los siguientes procesos de selección: 
 

• Licitación pública LP-005-2024: 

Prestación del servicio de 

vigilancia y seguridad privada en 

las instituciones educativas del 

Departamento del Atlántico. 

 

• Licitación pública LP-006-2024: 

Prestación del servicio de 

vigilancia y seguridad privada en 

el edificio principal de la 
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Gobernación y demás sedes 

administrativas, y en plazas y 

parques del Departamento del 

Atlántico. 

  
Apoyar a la Secretaría General en el desarrollo de las 
actividades relacionadas con la gestión contractual.  
 

 
Se brindó apoyo y asesoría al Secretario 
General y/ demás funcionarios y 
contratistas de la Secretaría General en lo 
referente al trámite de los distintos 
procesos de contratación. 
 

 
 Asistir a las reuniones que sean programadas por parte 
de la Secretaría General y cumplir con las demás 
obligaciones que se deriven de la esencia o naturaleza 
del contrato  
 

 
Se asistió a todas las reuniones 
programadas por parte de la Secretaría 
General con funcionarios y/o enlaces de 
las secretarías, en cumplimiento de las 
obligaciones de la naturaleza del objeto 
contractual. 
 

 
 
 
 

 
JOSÉ LUIS ACUÑA VILLALBA 
C.C. 8.486.239 
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GOBERNACIÓN DEL ATLÁNTICO 
 
 
 
 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 
 

ESTUDIO DE JUSTIFICACIÓN, CONVENIENCIA Y OPORTUNIDAD PARA 

LA CONTRATACIÓN 

 
 
 
 
 

CONTRATACIÓN DIRECTA 
 
 
 
 
 

" AUNAR ESFUERZOS ADMINISTRATIVOS Y ECONÓMICOS PARA 

LA IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN INTEGRAL DE SEGURIDAD Y 

CONVIVENCIA CIUDADANA EN EL ÁREA METROPOLITANA DE 

BARRANQUILLA, ATLÁNTICO.” 
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DATOS GENERALES DE LA 
CONTRATACIÓN 

PLAN ANUAL 

DE 

ADQUISICIONE

S 

Vigencia  2024 

No. de la adquisición  

TIPO DE 

PRESUPUEST

O ASIGNADO 

 
TASA DE SEGURIDAD (INVERSIÓN) 

Código BPIN No. 
2024002080019 IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN INTEGRAL DE SEGURIDAD Y 
CONVIVENCIA CIUDADANA EN EL ÁREA METROPOLITANA DE 
BARRANQUILLA, ATLÁNTICO 

N.º de ítem en 

el plan de 

compras: 

 

NOMBRE DE 

PROYECTO O 

DE LA 

NECESIDAD 

QUE SE 

INCLUYÓ EN EL 

ANUAL DE 

ADQUISICIONE

S 

 
 
92101701;80101604;80111600 – PROYECTOS EN PRO DE SEGURIDAD, 

CONVIVIENCIA, PAZ, JUSTICIA, EN EL DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO 

 
RECURSOS 

QUE 

RESPALDAN 

LA PRESENTE 

CONTRATACIÓ

N 

Ordenanza 615 de 2024 

MODALIDAD DE   

SELECCIÓN  

 
Contratación 

Directa 
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CAPÍTULO I. DATOS DE LA 
CONTRATACIÓN 

FECHA DE 

ELABORACIÓ

N 

 
21 DE mayo de 2024 

 
 
 
 
 

 
Departamento del Atlántico 

NOMBRE DEL 

FUNCIONARIO 

QUE DILIGENCIA 

EL ESTUDIO 

PREVIO 

 
 

José Antonio Luque 
Gerosa 

DEPENDENCIA 

QUE LO 

PROYECTA 

 
Secretaría del Interior 

TIPO DE 

CONTRATACIÓ

N 

Contratación Directa 

(Convenio 

Interadministrativo) 

CAPÍTULO II: DESCRIPCIÓN TÉCNICA 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

DESCRIPCIÓN DE 

LA NECESIDAD 

QUE SE 

PRETENDE 

SATISFACER CON 

LA 

CONTRATACIÓN 

1) Que el ARTICULO 2º de la Constitución Nacional contempla que "Son fines 
esenciales del Estado: servir a  la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y 
en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia 
pacífica y la vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están 
instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, 
honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”. 2) Que la 
Carta Política consagra en su artículo 209, que la función administrativa está 
desarrollada por los distintos órganos del Estado para garantizar la consecución de 
los fines estatales y el cumplimiento a los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. 3) Que el artículo 366 de la 
constitución política señala que: “el bienestar general y el mejoramiento de la 
calidad de vida de la población son finalidades sociales del estado” previendo el 
constituyente para tales efectos, que en los planes y presupuestos de la nación y 
de las entidades territoriales, el gasto público social tendrá prioridad sobre cualquier 
otra asignación. 4) Que la Ley 418 de 1997, prorrogada, modificada y adicionada 
por las Leyes 548 de 1998, 782 de 2002, 1106 de 2006 de 1997, 1421 de 2010, 
dispone respecto a la financiación de los Fondos de Seguridad. ARTÍCULO 119. En 
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virtud de la presente ley, en todos los departamentos y municipios del país deberán 
funcionar los Fondos de Seguridad y Convivencia Ciudadana con carácter de "fondo 
cuenta". Los recursos de los mismos se distribuirán según las necesidades 
regionales de seguridad y convivencia, de conformidad con los planes integrales de 
seguridad, en materia de dotación, pie de fuerza, actividades de prevención, 
protección y todas aquellas que faciliten la gobernabilidad local. Estas actividades 
serán administradas por el gobernador o por el alcalde, según el caso, o por el 
Secretario del Despacho en quien se delegue esta responsabilidad, de conformidad 
con las decisiones que para ello adopte el comité de orden público local. Las 
actividades de seguridad y orden público que se financien con estos Fondos serán 
cumplidas exclusivamente por la Fuerza Pública y los organismos de seguridad del 
Estado; las que correspondan a necesidades de convivencia ciudadana y orden 
público serán cumplidas por los gobernadores o alcaldes. PARÁGRAFO. El 
Gobierno Nacional, dentro del término de tres (3) meses contados a partir de la 
vigencia de la presente ley, reglamentará este artículo. Seguimiento y reporte de 
los recursos e inversiones realizadas con los fondos-cuenta territoriales. El 
Ministerio de Justicia y del Interior, diseñará y pondrá en funcionamiento un sistema 
que le permita realizar seguimiento a las inversiones que los entes territoriales 
realizan con los recursos de los fondos-cuenta territoriales. Dicho sistema debe 
permitir conocer los recursos que anualmente tiene cada fondo-cuenta territorial de 
seguridad, tanto del orden departamental como local. De igual forma, debe permitir 
conocer los proyectos y actividades que se financian con estos fondos. 
PARÁGRAFO. En la distribución de recursos de los Fondos de Seguridad y 
Convivencia Ciudadana del orden departamental se dispondrá un porcentaje para 
sufragar los dispositivos de distanciamiento y alerta de aproximación y la prestación 
del servicio del Sistema de Seguimiento por medios telemáticos, de que trata el 
artículo 16 numeral b) de la Ley 1257 de 2008. El Sistema de Seguimiento será 
administrado por la gobernación respectiva. Los entes departamentales podrán 
suscribir convenios interadministrativos con otros departamentos y con la Policía 
Nacional para la administración de este sistema. 5) Que el artículo 122 de la Ley 
418 de 1997, dispone: Créase el Fondo Nacional de Seguridad y Convivencia 
Ciudadana, que funcionará como una cuenta especial, sin personería jurídica, 
administrada por el Ministerio del Interior, como un sistema separado de cuenta y 
tendrá por objeto garantizar la seguridad, convivencia ciudadana y todas aquellas 
acciones tendientes a fortalecer la gobernabilidad local y el fortalecimiento 
territorial. Los recursos que recaude la Nación por concepto de la contribución 
especial consagrada en el artículo 6o de la Ley 1106 de 2006, deberá invertirse por 
el Fondo Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, en la realización de 
gastos destinados a propiciar la seguridad, y la convivencia ciudadana, para 
garantizar la preservación del orden público. Los recursos que recauden las 
entidades territoriales por este mismo concepto deben invertirse por el Fondo-
Cuenta Territorial, en dotación, material de guerra, reconstrucción de cuarteles y 
otras instalaciones, compra de equipo de comunicación, compra de terrenos, 
montaje y operación de redes de inteligencia, recompensas a personas que 
colaboren con la justicia y seguridad de las mismas; servicios personales, dotación 
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y raciones, nuevos agentes y soldados, mientras se inicia la siguiente vigencia o en 
la realización de gastos destinados a generar un ambiente que propicie la seguridad 
y la convivencia ciudadana, para garantizar la preservación del orden público(…). 
A su vez el decreto 1066 de 2015 señala ARTÍCULO 2.7.1.1.9. Fondos territoriales 
de seguridad y convivencia ciudadana FONSET. De acuerdo con lo establecido en 
el ARTÍCULO 119 de la Ley 418 de 1997, prorrogada, modificada y adicionada por 
las Leyes 548 de 1998, 782 de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 2010, artículo 6 y la 
Ley 1738 de 2014, ARTÍCULO 8, todo municipio y departamento deberá crear un 
fondo cuenta territorial de seguridad y convivencia ciudadana, con el fin de recaudar 
los aportes y efectuar las inversiones de que trata la mencionada ley. PARÁGRAFO. 
El Ministerio del Interior diseñará y pondrá en funcionamiento, un sistema que le 
permita verificar la creación de los FONSET en las entidades territoriales y realizar 
seguimiento a las inversiones que las entidades territoriales realizan con los 
recursos de los FONSET. El sistema debe permitir conocer los recursos que 
anualmente ingresan a cada fondo cuenta territorial de seguridad, así como los 
proyectos y actividades que se financian con estos. 6) Que el Distrito de 
Barranquilla, a través de la Oficina para la Seguridad y Convivencia Ciudadana, 
orienta su accionar a los siguientes objetivos institucionales:• Contribuir, con los 
organismos de seguridad y justicia, en la ejecución de acciones que garanticen la 
seguridad y defensa de los ciudadanos e incidan positivamente en la disminución 
de los indicadores objetivos y subjetivos de seguridad y violencia en el Distrito de 
Barranquilla. • Ejecutar con eficacia y eficiencia la Política de Seguridad, 
Convivencia Ciudadana y Justicia del Distrito especial de Barranquilla 2017 – 2027 
y el Plan de Equipamientos en seguridad, con el fin de adquirir y mantener los 
bienes y servicios que soportan la Política de Seguridad del Distrito de Barranquilla. 
• Desarrollar acciones de prevención social orientadas a mitigar las probabilidades 
de inicio y continuación de carreras delictivas en las que pueda incurrir la población 
joven en el Distrito de Barranquilla. • Poner en marcha un modelo de gestión 
comunitaria de la convivencia y seguridad en las localidades y barrios del Distrito 
de Barranquilla que promueva la corresponsabilidad ciudadana para la prevención, 
mitigación y transformación de los factores de riesgo asociados e incidentes a la 
ocurrencia de delitos. • Diseñar continuamente mecanismos para la difusión de las 
estrategias y el cumplimiento de las metas de la Política de Seguridad, Convivencia 
Ciudadana y Justicia del Distrito especial de Barranquilla 2017 – 2027 • Propender 
por la atención oportuna y eficaz de nuestros clientes internos y externos en 
términos de calidad y tiempo.• Diseñar estrategias para el mejoramiento continuo 
de nuestros procesos, procedimientos y la comunicación interna y externa de la 
Oficina para la Seguridad y Convivencia Ciudadana.  Dentro de las funciones 
primarias de la Oficina para la Seguridad y Convivencia Ciudadana del Distrito de 
Barranquilla, se encuentran las siguientes: Implementar la política pública y los 
instrumentos de planeación que respondan a los principios orientadores de la 
gestión pública de focalización, priorización y coordinación interinstitucional del 
Sistema de Seguridad, Convivencia y Justicia del Distrito Especial, Industrial y 
Portuario de Barranquilla, de acuerdo con la normatividad vigente.-  Desarrollar 
procesos de investigación para la gestión pública y gestión de conocimiento, que 
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brinden soporte técnico a los distintos espacios de articulación interinstitucional, 
para la toma de decisiones en seguridad ciudadana y convivencia de acuerdo con 
la Política de Seguridad, Convivencia y Justicia del Distrito Especial, Industrial y 
Portuario de Barranquilla. - Apoyar la prestación de los servicios en convivencia, 
justicia y línea de Emergencias bajo los lineamientos del Código Nacional de 
Seguridad y Convivencia Ciudadana y demás normatividad vigente que lo adicione 
o sustituya.  7) Que, el Departamento del Atlántico por medio de la Secretaría del 
Interior tiene como propósito principal planear, gestionar, y desarrollar programas, 
proyectos, y actividades en materia de seguridad, orden público, participación 
comunitaria, convivencia, derechos humanos, prevención y atención de desastres, 
todo dirigido hacia la comunidad atlanticense. En ese sentido y teniendo en cuenta 
que la convivencia ciudadana constituye uno de los pilares fundamentales de la 
política integral de defensa y seguridad para la prosperidad del Departamento del 
Atlántico, así como también la convivencia comprende la promoción de apego y 
adhesión de los ciudadanos a una cultura basada en el respeto, las normas y las 
leyes de convivencia; la capacidad de celebrar y cumplir acuerdos de respeto por 
los derechos de los demás; la resolución política de conflictos, tolerancia y 
construcción de valores; la Administración Departamental debe diseñar planes 
integrales de convivencia y seguridad ciudadana, basados en el fortalecimiento de 
barreras sociales y culturales frente a la transgresión de la ley, el apoyo a la 
convivencia pacífica, la solución acertada de conflictos, buscando garantizar la vida 
e integridad de las personas, reduciendo los niveles de violencia, intolerancia e 
inseguridad, sin descuidar las acciones coercitivas frente al delito y la violencia 
común. 8) Que el Plan de Desarrollo Departamental 2024-2027 “Atlántico para el mundo”, 
adoptado mediante Ordenanza 615 de 2024, publicado en la Gaceta 019 del 14 de mayo 
de 2024,  dispone en su artículo 18 y 19 lo siguiente:  ARTÍCULO 18°. TEMA 1.7 
PREVENCIÓN DE LA DELINCUENCIA Y ACCIONES PARA LA PAZ TOTAL. Propender 
por la disminución de la delincuencia significa la generación de condiciones para que las 
personas se desenvuelvan en entornos sociales de paz y convivencia ciudadana, base 
fundamental para que las relaciones interpersonales fluyan en armonía y solidaridad. 
Buena parte del logro de una paz fuerte y de largo plazo radica en la atención de este 
aspecto de nuestra sociedad actual. ARTÍCULO 19°. TEMA 1.8 VIGILANCIA POLICIAL. 
Como procedimiento policial se destaca el cuidado del ciudadano para evitar, o disminuir 
hechos que puedan afectar su integridad personal, la de su familia y de los bienes 
requeridos para su habitar o producir, disponiendo para esto de todos los recursos 
tecnológicos y logísticos de apoyo a la actividad de vigilancia. Este programa de vigilancia 
policial se propuso como propósito “Reducir los homicidios, preservar el orden público y 
fomentar la sana convivencia en el Departamento.” A continuación, se relacionan las metas 
establecidas en el referido plan y que guardan relación los proyectos de inversión a 
ejecutar: Realizar 10 (diez) obras de construcción o mantenimiento o adecuación de 
Infraestructura Física para los organismos de seguridad, justicia y afines. Implementar 1 
(una) estrategia anual de apoyo para dotar en comunicaciones o tecnología a los 
organismos de seguridad, justicia y afines. Apoyar 5 (cinco) instituciones de la fuerza 
pública y organismos de seguridad y afines a nivel logístico y operativo.  Aunado a lo 
anterior, se destaca la apuesta por la disminución de la delincuencia , generando 
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condiciones para que las personas se desenvuelvan en entornos sociales de paz y 
convivencia ciudadana, lo cual constituye la base fundamental para que las relaciones 
interpersonales fluyan en armonía y solidaridad. Así, buena parte del logro de una paz 
fuerte y de largo plazo radica en la atención de este aspecto de nuestra sociedad actual. 
En tono a este propósito de PREVENCIÓN DE LA DELINCUENCIA Y ACCIONES PARA 
LA PAZ TOTAL, se ha establecido como indicador, entre otros,  entre otros, la formulación 
de un Plan de Seguridad y Convivencia Ciudadana. 9) Que, El Área Metropolitana de 
Barranquilla es una conurbación ubicada en el norte del Departamento del Atlántico. 
Su núcleo principal es Barranquilla, y los municipios periféricos Soledad, Galapa, 
Puerto Colombia y Malambo. Es la primera conurbación de la Región Caribe, la más 
densamente poblada, área de influencia político-administrativa de la región y la 
cuarta del país. Su existencia se debe a las estrechas relaciones de orden físico, 
económico y social, que para la programación y coordinación de su desarrollo y 
para la racional prestación de sus servicios, requiere una administración 
coordinada. Limita por el norte con el mar Caribe, por el oriente con el río 
Magdalena, por el sur con Baranoa, Polonuevo y Sabanagrande y por el occidente 
con Tubará. El Área Metropolitana de Barranquilla (Distrito de Barranquilla, 
Soledad, Malambo, Galapa y Puerto Colombia) concentra cerca del 86% de la 
población total del Atlántico, circunstancia que igualmente se refleja en su dinámica 
y desarrollo económico con relación al resto del Departamento. En esta última 
porción se encuentra el 13,6% de la población, es decir, 345.010 habitantes. La 
concentración poblacional en el área metropolitana genera evidentes ventajas para 
el desarrollo de actividades económicas diversificadas destinadas a la atención de 
un importante mercado que incluso tiene efectos sobre el conjunto de los 
departamentos de la región. No así sobre el conjunto de los municipios del Atlántico, 
puesto que se presenta una alta dependencia con relación a la primera con 
evidencias concretas en el caso del empleo y, en especial, sobre el empleo informal, 
el cual se ubica en el 56%, muy por encima del registro nacional del 47,2% para 23 
ciudades en Colombia. El Área Metropolitana de Barranquilla es una entidad 
administrativa dotada de personería jurídica de derecho público, lo que les permite 
ser sujeto de derechos y contraer obligaciones, con autonomía administrativa, 
patrimonio propio, autoridades y régimen especial. El Área Metropolitana de 
Barranquilla orienta su accionar al mejoramiento de la calidad de vida de los 
habitantes del Área Metropolitana de Barranquilla, mediante la planeación, 
coordinación y ejecución de proyectos de alto impacto social, gestión de servicios 
públicos, transporte y vivienda; generando liderazgo en los entes que la conforman, 
garantizando desarrollo sostenible y competitividad de su territorio. Tiene dentro de 
sus competencias Programar y coordinar el desarrollo armónico, integrado y 
sustentable de los municipios que la conforman. Racionalizar la prestación de 
servicios públicos a cargo de los municipios que la integran, y si es del caso, prestar 
en común alguno de ellos; podrá participar en su prestación de manera subsidiaria, 
cuando no exista un régimen legal que regule su prestación o cuando existiendo tal 
regulación, se acepte que el Área Metropolitana sea un prestador oficial o 
autorizado. Ejecutar obras de infraestructura vial y desarrollar proyectos de interés 
social del Área Metropolitana. Establecer en consonancia con lo que dispongan las 
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normas sobre ordenamiento territorial, las directrices y orientaciones específicas 
para el ordenamiento del territorio de los municipios que la integran, con el fin de 
promover y facilitar la armonización de sus Planes de Ordenamiento Territorial. El 
Área Metropolitana de Barranquilla, tiene dentro de sus funciones identificar y 
regular los Hechos Metropolitanos, suscribir contratos o convenios plan, en el marco 
de las disposiciones legales vigentes, así como apoyar a los municipios que la 
conforman. Las áreas metropolitanas, según la ley que las regula fueron creadas 
con la finalidad de acabar con la desigualdad en los departamentos y municipios 
colombianos, brindando mayor capacidad política y administrativa. Las Áreas 
Metropolitanas son entidades administrativas de derecho público, formadas por un 
conjunto de dos o más municipios integrados alrededor de un municipio núcleo, 
vinculados entre sí por dinámicas e interrelaciones territoriales, ambientales, 
económicas, sociales, demográficas, culturales y tecnológicas que para la 
programación y coordinación de su desarrollo sustentable, desarrollo humano, 
ordenamiento territorial y racional prestación de servicios públicos requieren una 
administración coordinada. Dentro de las funciones de las áreas metropolitanas, se 
encuentra la de identificar y regular los Hechos Metropolitanos, de conformidad con 
lo establecido en la presente ley.  La misión del Área Metropolitana de Barranquilla 
es: Planeamos el desarrollo armónico del Área Metropolitana de Barranquilla 
mediante el ordenamiento territorial, la gestión del transporte público, la educación 
ambiental y la ejecución de obras, para mejorar la calidad de vida de nuestros 
habitantes y aumentar la competitividad de la región. Dentro de los objetivos del 
Área Metropolitana de Barranquilla se encuentra la de reducir los desequilibrios 
sociales del territorio metropolitano, a través de una mejora en la accesibilidad de 
todos los municipios a los servicios y equipamientos metropolitanos y de integración 
de toda la población al tejido social. Las situaciones que afectan la seguridad y 
convivencia en el territorio metropolitano se constituyen en uno de los principales 
factores que afectan el equilibrio social. Una de las competencias del Área 
Metropolitana de Barranquilla se constituye en desarrollar proyectos de interés 
social del área metropolitana. Uno de los principales factores de mayor demanda 
para el bienestar de los ciudadanos que habitan en los municipios del Área 
Metropolitana de Barranquilla es la seguridad, la cual se constituye en el clamor de 
una necesidad para vivir en paz. Teniendo en cuenta lo anterior el Área 
Metropolitana de Barranquilla contempla un concepto que articula la esencia de su 
existencia y es el concepto de conurbación, entendida como "Conjunto de varios 
núcleos urbanos inicialmente independientes y contiguos por sus márgenes, que al 
crecer acaban formando una unidad funciona”. En ese sentido, la esencia misma 
del área es articular acciones que mejoren las relaciones entre los municipios y 
entre sus ciudadanos. De acuerdo con lo anterior, las dinámicas sociales, 
especialmente las delictivas y de alteración al orden y la sana convivencia, no se 
alejan de dichas dinámicas conurbanas. Es decir, la conurbación de estas áreas 
urbanas traen consigo problemas de índole de seguridad, las cuales no reconocen 
límites fronterizos entre los diferentes municipios, lo que requiere de acciones 
conjuntas entre los mismo. Dinámicas de crimen organizado se replican en 
territorios continuos y de territorios similares. Además, de fenómenos como la 
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delincuencia y de violencias circunstanciales. Es necesario articular acciones 
conjuntas entre las distintas autoridades administrativas con el fin de contrarrestar 
dichos “fenómenos conurbanos” Lo anterior, en consonancia con el Acuerdo 
Metropolitano No. 006 del 9 de noviembre de 2020, POR MEDIO DEL CUAL SE 
ADOPTA EL PLAN INTEGRAL DE DESARROLLO METROPOLITANO- PIDM DE 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL DEL ÁREA METROPOLITANA DE 
BARRANQUILLA 2020- 2032, el cual incorpora en su capítulo VII proyectos para la 
seguridad y convivencia ciudadana. 10)  Que dentro de la Jurisdicción del 
Departamento del Atlántico se encuentran comprendidas la del Área Metropolitana 
de Barranquilla y la del Distrito de Barranquilla. En el espacio territorial en que 
confluye la jurisdicción de las 3 entidades se presenta la mayoría de los factores 
delincuenciales que afectan el territorio atlanticense. Durante el año 2023 en el 
Departamento del Atlántico se registraron un total 725 casos de homicidios, esta 
cifra representa un incremento del 7% con 48 casos más al ser comparado con los 
homicidios presentados en el año 2022; en cuanto a las lesiones personales 
encontramos una reducción del 5% con 194 casos menos en este último año, del 
mismo modo las denuncias por hurto a comercio presentaron una disminución del 
34%, con 775 casos menos en 2023 en comparación con 2022; los demás hurtos: 
a personas, a residencias, a motocicletas y a vehículos mostraron incrementos del 
8%, 20%, 14% y 1%, respectivamente.  En lo que respecta al delito de extorsión 
durante el año 2023 se registraron en el departamento del Atlántico un total de 1.221 
denuncias, esto refleja un aumento significativo del 90% con 579 casos más que 
los reportados en el año 2022. Es importante anotar que los municipios que integran 
el Área Metropolitana de Barranquilla aportan el mayor número de ocurrencia de 
delitos en su territorio y que para el año 2023 se obtuvo las siguientes 
participaciones según el tipo: En el caso de los homicidios, el Área Metropolitana 
registra una participación sobre el total de los casos del 93%, lesiones personales 
del 86%, hurto a personas del 97%, en el delito de hurto a comercio una 
participación del 91%, en hurto a residencias del 82% y en los delitos de hurto a 
motocicletas y vehículos del 93% y 96% , respectivamente. Finalmente, en el Área 
Metropolitana de Barranquilla se registraron el 94% de los casos de extorsión, sobre 
el total de los reportados en el departamento. Lo anterior se evidencia en la 
información del análisis estadístico de delitos de impacto en el Área Metropolitana 
de Barranquilla, datos comparativos 2022 vs 2023, documento que hace parte del 
estudio previo. Lo anterior es fundamental para entender los fenómenos 
delincuenciales y tomar las acciones que corresponden para abordar las 
problemáticas de seguridad y convivencia. De lo anterior se desprende la necesidad 
de aunar esfuerzos para fortalecer la seguridad en la jurisdicción compartida por las 
3 entidades, de manera que las inversiones realizadas repercutirán de manera 
directa en seguridad del Área Metropolitana de Barranquilla y a su vez tendrá 
efectos en el Departamento, teniendo en cuenta que los factores preponderantes 
de criminalidad en el Departamento se encuentran en el territorio metropolitano. La 
seguridad en los últimos años se ha convertido en uno de los temas más 
importantes para los ciudadanos de los países de América Latina, en la medida en 
que es uno de los problemas que más afectan su bienestar, siendo este un 
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problema que vienen siendo abordado por los gobiernos locales, en coordinación 
con los gobiernos nacionales, mediante políticas integrales que van desde el ámbito 
preventivo, hasta el coercitivo, en aras de garantizar el orden público, la tranquilidad 
e integridad física y moral a los ciudadanos.11) Que, el Distrito de Barranquilla y el 
Departamento del Atlántico han venido trabajando para consolidar una política 
pública en materia de seguridad y convivencia ciudadana, que responda a los retos 
que la sociedad de hoy reclama, integrando a ella diversas estrategias de 
intervención. Ante lo cual, es preciso señar que, la Seguridad y la Sana Convivencia 
se han convertido en unas de las principales preocupaciones de los ciudadanos y 
uno de los retos que enfrenta actualmente el estado, pues no solo se aleja de las 
preocupaciones tradicionales o clásicas de la seguridad nacional, sino que 
corresponde a un fenómeno asociado al crecimiento urbano. Es por ello, que entre  
los objetivos de  la Política Pública Distrital y Departamental de  Seguridad  y 
Convivencia Ciudadana, están  justamente a) garantizar la prestación del servicio 
de seguridad ciudadana a cargo de las autoridades distritales, con el fin de proteger: 
1. La vida de los habitantes y visitantes; 2. El patrimonio y la propiedad privada; 3. 
Los bienes comunales en los que se desarrollan actividades culturales, deportivas, 
sociales, y 4. Las comunidades y grupos sociales que tienen capital social positivo 
y procesos de cohesión social consistentes con los fines del Estado. b) Fortalecer 
las capacidades institucionales de las autoridades de policía, la fuerza pública y los 
organismos de seguridad que tiene jurisdicción en el Distrito Especial, Industrial y 
Portuario de Barranquilla y el Departamento del Atlántico, para responder de 
manera efectiva en la prestación de los servicios de seguridad ciudadana, policía, 
justicia formal y alternativa. Lo anterior, entendiendo que la ciudad se ha convertido 
en el nuevo epicentro sobre el cual pensar la seguridad, separando en lo conceptual 
y lo político la concepción de seguridad nacional y la de seguridad ciudadana. El 
carácter urbano del fenómeno implica la concreción espacial de la orientación de 
las políticas públicas en seguridad y convivencia ciudadana. Por lo tanto, es 
necesario establecer, qué se entiende por seguridad ciudadana, diferenciándola de 
cualquier otro tipo de seguridad y de cómo se ubica a los diversos actores sociales 
dentro de ésta. A diferencia de la seguridad nacional, la seguridad ciudadana se 
inserta en el ámbito de lo cotidiano, de lo inmediato, de lo común y por ello, 
representa una reconfiguración de la política de seguridad en la que el ciudadano 
se constituye en la preocupación central.  Aparece así, junto a esta nueva visión de 
la seguridad referida a lo cotidiano, la concepción de convivencia ciudadana, en la 
que los ciudadanos se presentan como agentes activos de la construcción de las 
acciones políticas. Este proceso de “ciudadanización de la seguridad” significa el 
empoderamiento de los ciudadanos, referido al ámbito de habitantes con facultades 
efectivas, más allá de su reconocimiento formal, en entornos territoriales limitados, 
dentro del marco de la aceptación de instancias institucionales visibles, accesibles 
y supervisables, sean estas estatales o privadas” (Gabaldón, 2002)”. 12) Que 
adicionalmente es perentorio ver la seguridad desde una visión multidimensional 
que implique la comprensión de las amenazas, las particularidades de los territorios 
y las características poblacionales para dar respuestas no solo acordes, sino 
efectivas para brindar seguridad, favorecer la convivencia y disminuir la presencia 



11 

 

 

de escenarios de riesgo para los diversos grupos poblacionales. Lo que implica ir 
más allá de atender los fenómenos de violencia y delitos de alto impacto asociados 
al crimen organizado. En procura de gestionar que los habitantes que transitan por 
lugares en donde el comportamiento de sus vecinos, la infraestructura y los 
servicios públicos dispuestos por la administración y la presencia de las autoridades 
garantizan su vida y su integridad. Sentirse seguro y, efectivamente, habitar lugares 
seguros contribuye a la autoestima y la autodeterminación en los sujetos, impulsa 
el desarrollo social y económico de los municipios, atrae la inversión privada y 
aumenta la confianza entre los ciudadanos y entre éstos y sus autoridades. Contar 
con entornos seguros es fundamental para el desarrollo humano de los habitantes 
del Distrito de Barranquilla y su Área Metropolitana.  Desde este enfoque, el espacio 
público se constituye en el principal lugar relacionado con el urbanismo, de la cultura 
urbana y de la ciudadanía, de cuya calidad, multiplicación y accesibilidad depende 
en buena medida el progreso de los centros poblados. La tradición norteamericana 
de este enfoque plantea que uno de los principales motivos que han de orientar la 
generación o regeneración de espacios públicos es promover una mejora en la 
calidad de vida de sus usuarios. Se debe proveer de bienestar público a través de 
la generación de zonas para el esparcimiento, el relajo y la recreación; mejorar 
visualmente las ciudades mediante el embellecimiento del diseño urbano; 
incrementar y preservar paisajes naturales que pugnen con la degradación 
ambiental; y favorecer el desarrollo económico asociado a la venta de productos, 
servicios orientados a los usuarios y el alza inmobiliaria (Berroeta Torres, H., & Vidal 
Moranta, T - 2012). 13) Que para entender la esencia y dirección de las acciones 
del Estado en este ámbito, el concepto de seguridad, alrededor del cual se han 
diseñado las políticas públicas, es el de concebirla de una manera amplia como “la 
preocupación por la calidad de vida y la dignidad humana en términos de libertad y 
garantía de derechos. Es así, como la seguridad ciudadana tiene como principal 
significado el no temer una agresión violenta, saber respetada la integridad física y 
sobre todo, poder disfrutar de la privacidad del hogar sin miedo a ser asaltado y 
poder circular tranquilamente por las calles sin temer un robo o una agresión. La 
seguridad sería una creación cultural que hoy en día implica una forma igualitaria 
de sociabilidad, un ámbito libremente compartido por todos” (PNUD; 1998, p 128). 
La política interinstitucional, define la seguridad como “la protección universal a los 
ciudadanos frente a los delitos y contravenciones que afectan su dignidad, 
seguridad personal, la de sus bienes, y su percepción de la seguridad. Ahora bien, 
en relación con la convivencia, es considerada como la promoción del apego y la 
adhesión de los ciudadanos a una cultura ciudadana basada en el respeto a la ley, 
a los demás y a unas normas básicas de comportamiento y de convivencia” de esta 
forma, la seguridad y la convivencia se traducen en una relación de doble vía 
Gobierno-Ciudadanía, estableciendo un dialogo en corresponsabilidad que le da el 
carácter participativo, democratizador y democratizante. En esto reside el 
verdadero fundamento de las políticas públicas en las materias.14) Que en este 
sentido, la Política de Seguridad y Convivencia Ciudadana, es un lineamiento 
integral y multisectorial orientado a enfrentar la criminalidad desde múltiples frentes, 
que incluye acciones que van desde la prevención hasta la represión. Esta orienta 
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la gestión del Estado para la reducción y la sanción del delito, el repudio a la 
violencia y la promoción de la sana convivencia. Bien sabemos que los alcaldes y 
gobernadores deben conservar el orden público en sus respectivas entidades 
territoriales pues son ellos las primeras autoridades de policía en sus jurisdicciones. 
Esto incluye la seguridad de los habitantes frente a cualquier hecho que puede 
afectar su vida, integridad, bienes y honra. Pues bien, para ellos se hace necesario 
contar con autoridades con capacidad real para la imposición de sanciones y para 
disuadir a los potenciales incumplidores de las normas y transgresores de las 
mismas es una necesidad y una prioridad. Por esta razón, en el marco de los 
lineamientos de la política pública de seguridad, se han establecido unas líneas de 
acción fundamental enfocadas al fortalecimiento de: La Fuerza Pública: Ejercito 
Nacional, Armada nacional, Fuerza aérea Colombiana y de manera especial debido 
a su misionalidad la Policía Metropolitana de Barranquilla -MEBAR-, por ser esta 
institución el principal aliado estratégico para garantizar a los Barranquilleros y 
demás ciudadanos que residen en el Área Metropolitana de Barranquilla, garantías 
de seguridad y sana convivencia, dicho fortalecimiento se logra a través de acciones 
tales como: 1. Entrenamiento especializado del talento humano en temas de 
seguridad, justicia, o a fines a la profesionalización en el servicio público a su cargo. 
2. Reposición y ampliación del parque automotor. 3. Renovación y crecimiento de 
medios de comunicaciones y uso de nuevas tecnologías de la información. 4. 
Diseño, construcción, renovación y mejoras de equipamientos e instalaciones. Lo 
cual se encuentra en total armonía con lo dispuesto en el Plan Nacional de 
Desarrollo, Colombia potencia mundial. de la vida”, de manera particular con lo 
dispuesto en el titulo (…) 7. Defensa integral del territorio para la protección de la 
soberanía, independencia, integridad territorial y del orden constitucional, el cual 
señala la necesidad de garantizar el bienestar de los individuos y las comunidades 
se requiere que el Estado ejerza un control del territorio y así salvaguardando el 
lugar en donde las personas desarrollan su proyecto de vida.  Pues bien, en 
concordancia a lo antes expuesto y,  gracias a las inversiones proyectadas para la 
fuerza pública, se espera fortalecer su capacidad operativa y de respuesta, para 
que  así contando con todo el equipamiento necesario y fortalecidas sus 
capacidades, logren mejorar los indicadores de criminalidad y violencia que tanto 
aquejan a los ciudadanos, al tiempo que impactan de manera significativa en la 
gestión de una sana convivencia. 15) Adicionalmente encontramos que la 
Constitución Política de Colombia, otorgó a las autoridades político-administrativas 
de las entidades territoriales, competencias, funciones y atribuciones en materia de 
Seguridad y Convivencia Ciudadana, así mismo la Política Marco de Convivencia y 
Seguridad Ciudadana, fijó entre las prioridades del Gobierno Nacional y los 
Gobiernos locales, el desarrollo de un enfoque de prevención social del delito y la 
violencia, así como la gestión comunitaria de la Seguridad y Convivencia 
Ciudadana, llamando a la corresponsabilidad por parte de los ciudadanos 
colombianos. Es por ello que para hablar de gestión institucional de la Seguridad y 
Convivencia Ciudadana, se requiere tener presente, que la finalidad última de dicha 
gestión, radica en generar confianza, legitimidad y corresponsabilidad tanto en las 
instituciones como en los ciudadanos, quienes de manera articulada constituyen 
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una sola fuerza, que está llamada a generar estrategias y diseñar herramientas que 
permitan abordar con objetividad y desde una mirada focalizada las problemáticas 
que aquejan a las comunidades en lo referente a Seguridad, Convivencia 
Ciudadana y demás situaciones que afecten la tranquilidad y orden público. Desde 
esta lógica, encontramos que hablar de gestión comunitaria de Convivencia y 
Seguridad Ciudadana, no solo se refiere a la esfera de la respuesta efectiva a los 
hechos delictivos y sus consecuencias, o aquellas que abordan el consenso 
normativo de la vida comunitaria para la transformación de las condiciones sociales, 
culturales y urbanas que configuran la cultura ciudadana, sino que también se hace 
necesario delimitar y dirigir acciones hacia la promoción de prácticas sociales, 
culturales y pedagógicas, enfocadas en propiciar acciones y comportamientos que 
rechacen el uso de la violencia en la resolución de conflictos y en las relaciones 
cotidianas en general de las comunidades. La convivencia ciudadana aborda todos 
los programas que buscan la participación de los ciudadanos ante los procesos 
institucionales y la formación en valores que les permitan desarrollarse 
integralmente en la sociedad. En este punto es determinante implementar iniciativas 
referentes a los procesos de participación y de convivencia ciudadana, fortalecerlos 
y hacer que sirvan de herramienta de prevención y accionar frente al tema de 
seguridad ciudadana. La prevención en materia de Convivencia y la implementación 
de planes y programas en este tema, tendrá como fin la consolidación de un 
Departamento seguro y protector de derechos, libre de violencia o amenaza de 
violencia o despojo intencional por parte de otros, en contra de la vida, la integridad 
física, la libertad y el patrimonio y demás bienes jurídicamente tutelados, para 
garantizar las condiciones necesarias para la vida digna y la igualdad efectiva ante 
la Ley, a través del desarrollo de políticas tendientes a la prevención, la reducción 
y la sanción del delito y las contravenciones, el rechazo a la violencia y la promoción 
de la convivencia pacífica a través de la cultura ciudadana de la no violencia. 16) 
En ese marco, es necesario el desarrollar actividades que confluyan en la 
prevención del delito así como en el fortalecimiento operativo de los organismos de 
seguridad , de manera que simultáneamente se estimulen mecanismos de 
autorregulación, autogestión y corresponsabilidad para reducir factores de riesgo 
de violencia, delincuencia y percepción de seguridad, de esta manera configurar un 
horizonte de cultura ciudadana que tenga como elemento central el respeto por el 
consenso normativo y al mismo tiempo los organismos encargados de mantener la 
seguridad en el territorio cuenten con las herramientas que permitan la 
implementación de las políticas propias del sector. La Administración 
Departamental solicitó autorización a la Asamblea Departamental del Atlántico para 
comprometer recursos de vigencias futuras excepcionales  con cargo a recursos 
procedentes de la Tasa de Seguridad y Convivencia Ciudadana, para los años 
fiscales 2025 a 2034, destinados a financiar el proyecto de inversión denominado 
“IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN INTEGRAL DE SEGURIDAD Y CONVIVENCIA 
CIUDADANA EN EL ÁREA METROPOLITANA DE BARRANQUILLA, 
ATLÁNTICO”, el cual fue declarado de importancia estratégica por el Consejo 
Gobierno Departamental. Esta autorización fue otorgada mediante Ordenanza 616 
de 2024.  De acuerdo a lo anterior es necesaria la suscripción de un convenio 
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interadministrativo entre el Departamento del Atlántico, El Distrito de Barranquilla y 
el Área Metropolitana de Barranquilla, cuya finalidad es la ejecución del proyecto 
de inversión denominado “IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN INTEGRAL DE 
SEGURIDAD Y CONVIVENCIA CIUDADANA EN EL ÁREA METROPOLITANA DE 
BARRANQUILLA, ATLÁNTICO”. El convenio interadministrativo permitirá una 
acción coordinada institucional más eficiente, en atención a las dinámicas que 
ocurren en el territorio en el que los 3 actores a intervenir en el presente convenio 
ejercen su jurisdicción, lo anterior en aras de fortalecer planes, programas y 
políticas de seguridad así como de prevención en materia de convivencia ciudadana 
a fin de implementar estrategias que permitan encontrar soluciones frente a 
problemas de seguridad. 17) Que el artículo 6 de la ley 489 de 1998, establece que 
“En virtud del principio de coordinación y colaboración, las autoridades 
administrativas deberán garantizar la armonía en el ejercicio de sus respectivas 
funciones con el fin de lograr los fines y cometidos estatales. En consecuencia, 
prestarán su colaboración a las demás entidades para facilitar el ejercicio de sus 
funciones y se abstendrá de impedir o estorbar su cumplimiento por los órganos, 
dependencias, organismos y entidades titulares… (...)”. 18) Que estos principios de 
coordinación y colaboración se llevan a cabo  a través de la suscripción de 
Convenios Interadministrativos en los términos de los artículos 95 y 96 de la ley 489 
de 1998, figura contractual sobre la cual  la Corte Constitucional, en Sentencia C-
671 de 1999, sostuvo lo siguiente: “En cuanto el artículo 95 de la Ley 489 de 1998, 
en su primer inciso, autoriza a las entidades públicas su asociación entre sí con el 
propósito de cooperar en el cumplimiento de funciones administrativas o de prestar 
conjuntamente servicios que se encuentren a su cargo, encuentra la Corte que la 
disposición acusada tiene como soporte constitucional el precepto contenido en el 
artículo 209, inciso segundo de la Carta, que impone como un deber la coordinación 
de las actuaciones de las autoridades administrativas para el cumplimiento de los 
fines del Estado. (...)”. 19) Que en el banco de proyectos del Departamento del 
Atlántico se encuentra viabilizado el proyecto de inversión denominado 
“IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN INTEGRAL DE SEGURIDAD Y CONVIVENCIA 
CIUDADANA EN EL ÁREA METROPOLITANA DE BARRANQUILLA, 
ATLÁNTICO”. 20) Que el artículo 2º de la ley 1150 de 2007 modificado por el art. 
92 y 95 de Ley 1474 de 2011, y el decreto 1082 de 2015 en su artículo 2.2.1.2.1.4.4, 
dispone que la modalidad de contratación entre Entidades Estatales es la 
contratación directa. En razón a las consideraciones señaladas, en ejercicio de la 
autonomía de la voluntad, las partes  estiman necesaria la suscripción de un 
convenio Interadministrativo de Cooperación Institucional, dirigido a aunar 
esfuerzos administrativos y económicos para el fortalecimiento de la gestión de 
seguridad y convivencia ciudadana en la jurisdicción que comparten las tres 
entidades públicas, regido por lo dispuesto por el artículo 2º de la Ley 80 de 1993, 
el literal c) del numeral 4) del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, demás Decretos 
Reglamentarios y por las cláusulas que se establezcan en la minuta del Convenio 
interadministrativo. 
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DESCRIPCIÓN Y ESPECIFICACIONES DEL OBJETO A CONTRATAR 

Los bienes y servicios que se pretenden contratar se encuentran clasificados en el tercer nivel del clasificador 

de bienes y servicios de Naciones Unidas. 

CODIGO UNSPSC CLASIFICACIÓN 

80101604 Planificación o administración de 

proyectos 93151500  Administración Publica 

OBJETO 

DEL 

CONVENIO 

AUNAR ESFUERZOS ADMINISTRATIVOS Y ECONÓMICOS PARA LA 

IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN INTEGRAL DE SEGURIDAD Y CONVIVENCIA 

CIUDADANA EN EL ÁREA METROPOLITANA DE BARRANQUILLA, ATLÁNTICO 

ESPECIFICACIONES 
DEL CONVENIO 

El presente convenio tiene como finalidad: 1. El fortalecimiento operativo de los 
organismos de seguridad mediante la construcción, mejoramiento y mantenimiento de su 
infraestructura física, la compra de equipos de comunicaciones y demás elementos que 
contribuyan a fortalecer la capacidad operativa de los organismos de seguridad en todo 
el territorio metropolitano, según lo señalado el estudio previo. 2. Construcción, 
mejoramiento y mantenimiento de entornos seguros para la convivencia ciudadana. 3. 
Fortalecimiento de la gestión de seguridad y convivencia mediante la articulación 
administrativa entre las distintas entidades con jurisdicción en el territorio marco del 
convenio y la comunidad; 4. Articulación interinstitucional entre las entidades vinculadas 
al convenio mediante el aporte de la información y documentación pertinente para el 
desarrollo del objeto del convenio; 5. Articulación con los organismos de seguridad y 
justicia para el desarrollo de planes que permitan dar respuesta a la problemática de 
seguridad en el territorio; 6. Aportar los recursos financieros y humano necesarios para 
el cumplimiento del objeto contractual; 7. Definir el plan de necesidades en materia de 
seguridad y convivencia; 8. Desarrollar los procesos de contratación tendientes a 
contratar las necesidades a las que se refiere el numeral anterior; 9. Gestión articulada 
entre las instituciones vinculadas al convenio y los organismos de seguridad en el diseño 
de planes, programas y  proyectos; 10. Responder de manera oportuna a las demandas 
que la ciudadanía hace constantemente de invertir en materia de seguridad y justicia. 
 

COMITÉ DE COORDINACIÓN DEL CONVENIO INTERADMINISTRATIVO 
 

 A efectos de garantizar la continua y estricta vigilancia del Convenio Interadministrativo, y 

la aprobación de las inversiones con cargo a los recursos a transferir por parte del 

Departamento del Atlántico, se dispondrá de una instancia denominada Comité de 

Coordinación del Convenio, integrada por: 1. El Secretario del Interior del DEPARTAMENTO 

DEL ATLÁNTICO o quien haga sus veces. 2. El Jefe de la Oficina para la Seguridad y 

Convivencia Ciudadana en el DISTRITO DE BARRANQUILLA o quien haga sus veces. 3. 

El Director del Área Metropolitana de Barranquilla – AMB o quien haga sus veces. El 

mencionado comité será responsable de aprobar y hacerle seguimiento a la ejecución de 

las inversiones y otras actividades del presente convenio. A dichas reuniones podrán asistir, 

27 
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como invitados, funcionarios o asesores de todas las entidades que suscriben este convenio 

que posean conocimientos pertinentes sobre los temas a tratar. Además, podrán ser 

invitados otros actores de los organismos de seguridad. El Comité se reunirá de manera 

regular previa convocatoria de alguna de las partes con al menos tres (03) días de 

antelación a la fecha programada. No obstante, las partes podrán reunirse de forma 

extraordinaria en cualquier momento. Las decisiones se tomarán por mayoría absoluta de 

sus miembros. PARÁGRAFO.- El Comité de Coordinación del Convenio tiene las siguientes 

funciones: 1. Aprobar el plan de inversiones y necesidades presentado a su consideración 

por las partes y sus modificaciones.  2.Verificar el cumplimiento del plan de inversiones y 

necesidades. 3. Solicitar informes a las entidades territoriales ejecutoras de recursos 

sobre la inversión de los recursos transferidos por el Departamento del Atlántico, en 

especial, sobre la ejecución de los contratos derivados suscritos por cada una de las 

entidades ejecutoras para cumplir el objeto convenido. De dichas reuniones se levantará un 

acta correspondiente en el que se dejará constancia de los temas tratados y la definición de 

los mismos y será suscrita por los participantes en el Comité. Las inversiones derivadas del 

presente convenio se ejecutarán en los componentes de infraestructura para la seguridad y 

telecomunicaciones 

 

 

 
 
 
 
 
 
 

 
OBLIGACIONES 

DEL 

DEPARTAMENTO 

 

1. Realizar las transferencias de los recursos aportados por el Departamento del Atlántico 
para la ejecución del presente convenio al amparo de la autorización para comprometer 
vigencias futuras excepcionales contenida en la Ordenanza No. 616 de 2024 expedida 
por la Asamblea Departamental del Atlántico, a favor del Distrito de Barranquilla, en las 
vigencias y por las cuantías que a continuación se relacionan  
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Fuente: Ordenanza No. 616 de 2024 / Valores descritos en pesos 

 
2. Realizar las gestiones presupuestales necesarias para realizar las transferencias a 

que se refiere el numeral anterior, en especial expedir anualmente los respectivos 

certificados de disponibilidad presupuestales, registros presupuestales e incorporar 

los respectivos giros en el Plan Anual Mensualizado de Caja. Los rendimientos 

financieros de los recursos transferidos pertenecerán al Distrito y se podrán 

destinar, previa incorporación presupuestal y convencional a las finalidades del 

presente convenio. 3. Realizar los trámites administrativos y presupuestales que 

correspondan para garantizar la disponibilidad presupuestal que sustente los 

compromisos que se adquieran en la contratación de obras, bienes y servicios, 

derivados del convenio, en caso de que los actos administrativos que autorizan la 

ejecución de los recursos que amparan el presente convenio pierdan su fuerza 

ejecutoria. 4. Designar un supervisor que realice el seguimiento y coordine las 

actividades del presente convenio y las demás que surjan con ocasión a este; 5. 

Suministrar la información que se requiera para la ejecución del convenio; 6. 

Disponer del recurso humano y de los equipos de trabajo necesarios para la 

ejecución del convenio; 7. Informar a las demás partes, por medio del interlocutor 

designado, cualquier eventualidad que pueda afectar la ejecución del convenio;    8. 

Formular a través del supervisor del convenio, los requerimientos relacionados con 

las necesidades de seguridad y convivencia que puedan beneficiar el desarrollo del 

convenio; 9. Suscribir a través del supervisor el acta de inicio del convenio 10. 

 

 
VIGENCIA                                                                                                                                                  
                                                                                       

 
APORTE DEL DEPARTAMENTO 
 

2025 
 

$  49.981.150.105,00 

2026 
 

57.769.333.324,00 

2027 
 

67.812.574.930,00 

2028 
 

80.180.694.699,00 

2029 
 

97.199.939.836,00 

2030 
 

111.758.798.317,00 

2031 
 

129.075.941.537,00 

2032 
 

150.290.040.058,00 

2033 
 

165.743.201.407,00 

2034 
 

184.230.246.137,00 

TOTALES 
 

1.094.041.920.350,00 
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Suscribir a través del supervisor el acta de liquidación del convenio; 11. Asistir a las 

reuniones convocadas por el comité coordinador del convenio y suscribir las 

correspondientes actas de reunión. 12. Cumplir con las normas y políticas de 

seguridad de la información basados en los principios de integridad y 

confidencialidad soportados en las normas vigentes sobre la materia. 13. . El 

Departamento del Atlántico se obliga a impartir carta de instrucción irrevocable a las 

empresas prestadoras del servicio público de energía eléctrica que recaudan la 

contribución de la tasa de seguridad, con el fin de que estas giren directamente a la 

cuenta dispuesta por el Distrito de Barranquilla los valores a la cuota mensual que 

corresponda según la vigencia respectiva, en las cuantías indicadas en la 

Ordenanza No. 616 de 2024.14. Las demás que se deriven de la naturaleza del 

presente convenio y de las normas constitucionales y legales 

 
 
 
 

OBLIGACIONES  

DEL DISTRITO 

EL DISTRITO se obliga a: 1. Incorporar en el presupuesto del Distrito mediante acto 

administrativo, en cada una de las vigencias, los aportes efectuados por el 

Departamento, de conformidad con lo previsto en el literal g) del artículo 91 de la Ley 

136 de 1994. 2. Recibir en la cuenta determinada para el efecto, los recursos 

aportados por el Departamento del Atlántico. 3. Celebrar todos los contratos y 

convenios, y en general, realizar todos los actos necesarios, precontractuales y 

contractuales, para ejecutar los recursos aportados, de acuerdo con la finalidad del 

convenio y los lineamientos que imparta el Comité Coordinar del Convenio, incluyendo 

las operaciones de crédito público y conexas con cargo a los flujos del presente 

convenio. 4. Suscribir las actas de liquidación a que haya lugar de los contratos que se 

deriven del convenio orientados a la contratación de bienes y servicios. 5. Realizar 

todas las actividades correspondientes para desarrollar el objeto del convenio; 6. 

Designar un supervisor que realice el seguimiento y coordine las actividades del 

presente convenio y las demás que surjan con ocasión a este; 7. Suministrar la 

información que se requiera para la ejecución del convenio; 8. Disponer del recurso 

humano y de los equipos de trabajo necesarios para la ejecución del convenio; 9. 

Informar a las demás partes, por medio del interlocutor designado, cualquier 

eventualidad que pueda afectar la ejecución del convenio;  10.  Formular a través del 

supervisor del convenio, los requerimientos relacionados con las necesidades de 

seguridad y convivencia que puedan beneficiar el desarrollo del convenio; 11. Suscribir 

a través del supervisor el acta de inicio del convenio; 12. Asistir a las reuniones 

convocadas por el comité de coordinador del convenio y suscribir las correspondientes 

actas de reunión; 13. Suscribir el acta de liquidación del convenio; 14. Cumplir con las 

normas y políticas de seguridad de la información basados en los principios de 

integridad y confidencialidad soportados en las normas vigentes sobre la materia. 15. 

Reintegrar al departamento los recursos y saldos no ejecutados durante plazo de 

ejecución del convenio. 16. Las demás que se deriven de la naturaleza del presente 
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convenio y de las normas constitucionales y legales 

 

 
 
 
 

OBLIGACIONES 

DEL AREA 

METROPOLITANA 

1. En el evento en que reciba aportes de recursos para ser invertidos en los municipios 
de su jurisdicción a: 1.1.  Recibir en la cuenta determinada para el efecto, los 
recursos aportados. 1.2. Incorporar en el presupuesto del Área Metropolitana los 
aportes que llegare a recibir. 1.3. Celebrar todos los contratos y convenios, y en 
general, realizar todos los actos necesarios, precontractuales y contractuales, para 
ejecutar los recursos aportados, de acuerdo con la finalidad del convenio y los 
lineamientos que imparta el Comité Coordinar del Convenio, incluyendo las 
operaciones de financiación con cargo a los flujos del presente convenio. 1.4. 
Suscribir las actas de liquidación a que haya lugar de los contratos que se deriven 
del convenio orientados a la contratación de bienes y servicios. 2. Realizar todas 
las actividades necesarias para la correcta ejecución del objeto del convenio; 3. 
Designar un supervisor realice el seguimiento y coordine las actividades del 
presente convenio y las demás que surjan con ocasión a este; 4. Suministrar la 
información que se requiera para la ejecución del convenio; 5. Disponer del recurso 
humano y de los equipos de trabajo necesarios para la ejecución del convenio; 6. 
Informar a las demás partes, por medio del interlocutor designado, cualquier 
eventualidad que pueda afectar la ejecución del convenio; 7. Formular a través del 
supervisor del convenio, los requerimientos relacionados con las necesidades de 
seguridad y convivencia que puedan beneficiar el desarrollo del convenio; 8. 
Suscribir a través del supervisor el acta de inicio del convenio; 9. Asistir a las 
reuniones convocadas por el comité coordinador del convenio y suscribir las 
correspondientes actas de reunión; 10. Suscribir el acta de liquidación del convenio; 
11. Cumplir con las normas y políticas de seguridad de la información basados en 
los principios de integridad y confidencialidad soportados en las normas vigentes 
sobre la materia. 12. Reintegrar al departamento los recursos y saldos no 
ejecutados durante plazo de ejecución del convenio, en el evento en que el 
Departamento y/o el Distrito le aporte recursos. 13. Las demás que se deriven de  
 

2. la naturaleza del presente convenio y de las normas constitucionales y legales 

VALOR 

ESTIMADO DEL 

CONVENIO 

El convenio tiene valores corrientizados anualmente hasta el año 2034, por UN 

BILLÓN NOVENTA Y CUATRO MIL CUARENTA Y UN MILLONES NOVECIENTOS 

VEINTE MIL TRESCIENTOS CINCUENTA PESOS.                                      ($ 

1.094.041.920.350,00) M/CTE 

 
RECURSOS QUE 

RESPALDAN LA 

PRESENTE 

CONTRATACIÓN 

Vigencias futuras excepcionales autorizadas mediante la Ordenanza No. 616 de 2024 
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APORTES 

DEL 

CONVENIO 

La forma de entrega de los aportes establecida para el presente convenio será de la 

siguiente manera: 

 
El Departamento del Atlántico realizará la transferencia de los recursos que 

corresponden a cada vigencia, mensualmente, en doce cuotas iguales. El 

Departamento del Atlántico se obliga a impartir carta de instrucción irrevocable a las 

empresas prestadoras del servicio público de energía eléctrica que recaudan la 

contribución de la tasa de seguridad, con el fin de que estas giren directamente a la 

cuenta dispuesta por el Distrito de Barranquilla los valores a la cuota mensual que 

corresponda según la vigencia respectiva, en las cuantías indicadas en la Ordenanza 

No. 616 de 2024. 

PLAZO DE 

EJECUCIÓN DE 

CONVENIO 

El plazo de ejecución del presente convenio será hasta el treinta y uno (31) de 

diciembre de 2034, previo cumplimiento de los requisitos de perfeccionamiento y 

ejecución 

LUGAR DE 

EJECUCIÓN 

DE CONVENIO 

 
La circunscripción geográfica, donde se desarrollará la totalidad del objeto del 

convenio, será en el Departamento del Atlántico. 

CAPÍTULO III: MODALIDAD DE SELECCIÓN Y FUNDAMENTOS 
JURÍDICOS 

MODALIDAD 

DE 

SELECCIÓN 

Contratación Directa 

 
 
 
 

 
FUNDAMENTO

S JURÍDICOS 

QUE 

SOPORTAN 

LA 

MODALIDAD 

DE 

SELECCIÓN 

El acto generador de obligaciones para las partes, que se deriva del estudio previo, 
corresponde a un CONVENIO INTERADMINISTRATIVO, en mérito de lo dispuesto por 
el Artículo 2º de la Ley 80 de 1993, el literal c) del numeral 4) del artículo 2 de la Ley 
1150 de 2007, el Decreto 1082 de 2015 en su artículo 2.2.1.2.1.4.4. 

 
La denominación del negocio jurídico a celebrar corresponderá a la de un “Convenio 
Interadministrativo”, teniendo en cuenta la distinción que existe entre convenio y 
Contrato Interadministrativo. Respecto de ello, el Consejo de Estado1, Sala de Consulta 

y Servicio Civil conceptualizó: “(…) Si bien las nociones “contrato” y “convenio” 
interadministrativo tienen notas comunes como la de ser acuerdos de voluntades 
generadores de obligaciones entre entidades estatales, también resulta incontrovertible 
que tienen naturaleza, finalidad y características disimiles como son: El objeto de los 
contratos lo constituyen obligaciones de contenido patrimonial y, por lo mismo, 
son onerosos, lo que implica el gravamen de cada parte en beneficio de la otra. 
En el contrato, como verdadero acuerdo de voluntades productor de efectos jurídicos, 
las partes actúan con intereses disimiles y contrapuestos; la entidad estatal contratante 
en un interés público, la entidad estatal contratista en su propio 
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Consejo de Estado, 
Sala de Consulta y 
Servicio Civil – 
Radicación interna: 
2257 Número Único: 
11001-03-06-000-
2015-00102-00 / 26 
de Julio de 2016. 

interés específico económico o de índole privado (es claro que una entidad estatal, 
puede y debe obtener ganancias, o generar valor respecto de su patrimonio, productos 
o actividad, si así ́lo autoriza su objeto social, o las funciones que le haya otorgado la 
Ley); Los convenios no tienen un interés puramente económico (es decir, 
destinados a obtener una ganancia) y su objeto es ejecutar actividades que 
contribuyen directamente al fin común de los sujetos vinculados al convenio; es 
decir, las partes tienen intereses convergentes, coincidentes o comunes (cumplimiento 
de funciones administrativas o prestación de servicios a su cargo que coinciden con el 
interés general) y cooperan para alcanzar en forma eficaz la finalidad estatal prevista 
en la Constitución o la Ley sin que por esto se reciba por ninguna de ellas el pago de 
un precio o contraprestación; Los intereses de los que son titulares las partes (entidades 
públicas contrayentes) y las finalidades que persiguen alcanzar, en virtud del ánimo de 
cooperación, indican que en los convenios las partes se relacionan en un paralelismo 
de intereses bajo un ámbito o posición de igualdad o equivalencia, en tanto que los 
contratos, dados los intereses y finalidades analizadas, se desarrollan en un ámbito de 
preeminencia o superioridad jurídica de la entidad estatal contratante respecto de la 
entidad contratista y, por lo mismo, podrá́ haber prerrogativas a favor de una de las 
partes. De esta manera, en el contrato “se puede identificar contratante y contratista, y 
el segundo, aunque persona publica, tiene intereses y está en un mercado de forma 
similar a como lo hace un particular. La noción convenio interadministrativo es diferente 
a la de contrato interadministrativo. Los Contratos Interadministrativos se distinguen de 
los convenios interadministrativos en que en los primeros existe entre las entidades 
estatales partes intereses opuestos y se persigue una contraprestación o precio 
por la adquisición de bienes o la prestación de servicios o la realización de una 
obra, mientras que en los segundos las entidades partes se encuentran en pie de 
igualdad, tienen intereses comunes para lograr una finalidad estatal impuesta 
por la Constitución o la Ley a las mismas, sin que tengan un interés puramente 
económico (es decir, destinados a obtener una ganancia). 

 
En mérito de ello, se concluye que, tanto en los Convenios como los Contratos 
Interadministrativos las partes intervinientes son Entidades del Estado, siendo esta 
la semejanza entre estos, pero con diferencias en que los primeros buscan una 
contraprestación por los servicios prestados y los segundos tienen el mismo interés que 
la Entidad Pública, siendo ambos un vehículo legalmente factible y ajustado al régimen 
de la Contratación Pública para ejecutar el control de los contratos de obras, bajo la 
tipología de “Convenios Interadministrativos” de que trata la Ley 489 de 1998 y el 
Decreto 1082 de 2015. 

 
Es importante aclarar, que el negocio jurídico adquiere la denominación de 
Convenio cuando los extremos contractuales persiguen unos mismos fines y sus 
intereses se encuentran dispuestos para dar cumplimiento a los fines del Estado, 
sin que ello implique un interés económico de alguna de las dos partes o 
contraprestación alguna; no obstante, se trata de un contrato, cuando los intereses 
de las entidades que lo suscriben se consideran opuestos, y con ello se persigue una 



22 

 

 

contraprestación o precio por prestar unos servicios, la adquisición de bienes o la 
realización de alguna obra. 

 
RÉGIMEN 

JURÍDICO 

APLICABLE 

El marco legal del presente proceso y del convenio que se derive de su adjudicación, 

está conformado por la Constitución Política, las leyes de la República de Colombia, en 

especial por las Leyes 80 de 1993, 1150 de 2007, 1474 de 2011, Decreto 019 de 

2012 y Decreto Único 



23 

 

 

 

 

 Reglamentario 1082 de 2015 demás decretos reglamentarios y los Código Civil y de 

Comercio, y demás normas concordantes. 

 
Dichas normas, así como las demás que resulten pertinentes de acuerdo con la ley 

colombiana, se presumen conocidas por las partes. 

CAPACIDAD JURIDICA 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

CAPACIDA

D 

JURIDICA 

La modalidad contractual que se adoptará en el presente proceso de contratación se 

sustenta en las normas que rigen esta clase de contratación estatal, tales como, por 

mencionar algunos, el literal c del numeral 4º del artículo segundo de la Ley 1150 de 

2007 y el libro 2º parte 2, titulo 1, capitulo 2, sección 1, subsección 4 articulo 

2.2.1.2.1.4.4. del Decreto 1082 de 2015, en el cual se establece que las entidades 

estatales podrán celebrar directamente personas naturales o jurídicas que estén en 

capacidad de ejecutar y dar cumplimiento de los objetivos contractuales propuestos y 

hayan demostrado la suficiente idoneidad y experiencia, sin que sea necesaria la 

obtención previa de ofertas. 

 
Por tratarse de una contratación directa, no se aplicarán factores de evaluación ni de 

ponderación, siendo en este caso, la verificación y comprobación, del cumplimiento de 

los requisitos jurídicos y técnicos, la base para la aprobación de la oferta presentada. 

 
Por lo anterior, los parámetros para establecer la idoneidad del contratista a 

seleccionar, se hará en conformidad a las siguientes estipulaciones: 

 
1. Capacidad jurídica: La capacidad jurídica de las partes se acreditará mediante la 

presentación de los siguientes documentos: 

 
- Documentos que demuestren la existencia y representación legal de la persona 

juridica de derecho público. -Documentos que demuestren la capacidad de 
contratación del funcionario que suscribe el convenio; 

- Fotocopia legible del funcionario que suscribe el convenio o conrato que ostenta 
la calidad de representante legal; 

- Fotocopia del decreto de nombramiento y acta deposecion del funcionario que 
suscribe el convenio; 

- Registró Único Tributario (RUT); 

- Constancia de cumplimiento de las obligaciones de seguridad social y 
parafiscales; 
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- Acto administrativo justificación de Contratación Directa; 

- Consulta de Inexistencia de Antecedentes Disciplinarios Procuraduría; 

- Consulta de Inexistencia de Antecedentes Fiscales Contraloría; 

- Consulta de Inexistencia de Antecedentes Penales Policia; 

- Consulta medidas Correctivas. 

ANÁLISIS QUE SUSTENTA LA EXIGENCIA DE LOS MECANISMOS DE COBERTURA QUE 

GARANTIZAN LAS OBLIGACIONES SURGIDAS CON OCASIÓN DEL PROCESO DE SELECCIÓN Y 

DEL CONVENIO A CELEBRAR 

 
 

ANÁLISIS 

DE 

RIESGOS 

El Departamento del Atlántico, de acuerdo con las disposiciones del artículo 4 de la Ley 

1150 de 2007 y el artículo 2.2.1.1.2.1.1. Numeral 6 del Decreto Único Reglamentario 

1082 de 2015 y con base en la Metodología para identificar y clasificar los riesgos 

elaborada por Colombia Compra Eficiente procede a tipificar, estimar y asignar los 

riesgos de la presente contratación. 

 
Ver Matriz De Riegos 

 
 
 

GARANTÍAS 

Conforme el Artículo 2.2.1.2.1.4.5. del Decreto Único Reglamentario 1082 de 2015, en 

la contratación directa la exigencia de garantías no es obligatoria y la justificación para 

exigirlas o no debe estar en los estudios y documentos previos, en este orden de ideas, 

del análisis de riesgos efectuados, se concluye que la entidad no solicitará garantía 

única que ampare los riesgos del cumplimiento del convenio, en razón a que los riesgos 

son de categoría baja y conforme a las aportes, estará sujeta al cumplimiento del objeto 

contractual y certificación por parte del Supervisor del Convenio. 

 
 
 
 
 

SUPERVISIÓN 

La supervisión del convenio a suscribir estará a cargo del Secretario del Interior, quien 

deberá cumplir, entre otras funciones, las siguientes: 

 
a) Colaborar y coordinar en la ejecución del convenio; b) Exigir el cumplimiento del 

convenio en los términos pactados; c) Certificar el cumplimiento de las obligaciones del 

convenio a cargo de las partes; d) Dar aviso por escrito de cualquier inconsistencia e 

incumplimiento del Objeto del convenio y su ejecución; e) Informar las situaciones que 

requieran suspensión, prorroga o modificación, para someterlas a aprobación del 

Despacho del Gobernador; f) Certificar por escrito el cumplimiento periódico de la 

ejecución del convenio; g)  Las demás necesarias para el fiel cumplimiento del objeto 

del convenio. 
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LA INDICACIÓN 

DE SI EL 

PROCESO DE 

CONTRATACIÓN 

ESTÁ COBIJADO 

POR UN 

ACUERDO 

COMERCIAL 

En cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 2.2.1.1.2.1.1. del Decreto 

Único Reglamentario 1082 de 2015 y en atención al Memorando Explicativo de los 

capítulos de contratación pública de los acuerdos comerciales negociados por 

Colombia para Entidades contratantes expedido por el Departamento Nacional de 

Planeación, para la presente contratación La Entidad realizó el análisis de los capítulos 

de contratación pública, los umbrales, la conformación de las listas de entidades 

incluidas en los capítulos, las exclusiones de aplicabilidad y las excepciones generales 

aplicables a todos los acuerdos, encontrando que el presente proceso no se encuentra 

cobijado por ninguno de los acuerdos comerciales vigentes suscritos por Colombia. 

FIRMAS Y APROBACIONES 

 
 

 
SECRETARÍA 

GENERAL 

NOMBRE José Antonio Luque 
Gerosa 

CARGO Secretario del Interior 

FECHA  21 de Mayo de 2024 

 
FIRMA 

 
 

 






























































































